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La deforestación de los bosques y la degradación 
de los ecosistemas se ha constituido en uno de 
los temas prioritarios en las agendas nacionales 
e internacionales dados sus efectos sobre la per-
dida de biodiversidad, las funciones ecosistemi-
tas, y su contribución a la generación de gases de 
efecto invernadero.

Colombia tiene bosques en 52 % de su superfi-
cie. La diversidad de ecosistemas brinda servicios 
ambientales para la economía del país y el bien-
estar de las comunidades; sin embargo, debido a 
presiones antrópicas como la deforestación y la 
sobreexplotación de recursos, los beneficios que 
generan los bosques pierden y se afecta la cali-
dad de vida de la población.

En ese marco, el país ha llevado adelante sus 
Lineamientos de Política y Programa Nacional de 
Pago por Servicios Ambientales (PSA), así como su 
Estrategia Integral de Control a la Deforestación y 
Gestión de los Bosques (EICDGB) – Bosques Terri-
torios de Vida, con el objetivo establecer estrate-
gias orientadas hacia el establecimiento de instru-
mentos innovadores e incluyentes que permitan 
un desarrollo sostenible, donde los bosques se 
constituyan en la base para el mismo.

Aunque Colombia cuenta con un conjunto de ins-
trumentos económicos y financieros, éstos no son 
suficientes para abordar las problemáticas en la ges-
tión sostenible de los bosques en particular y de los 
recursos naturales en general. Por tal razón, tanto la 
política de PSA como la estrategia Bosques Territo-
rios de Vida, han identificado como un instrumento 
estratégico al Certificado de Incentivo Forestal de 
Conservación(CIF-c), por su potencial impacto en el 
mantenimiento de servicios eco sistémicos como 
regulación hídrica, así como el aporte de éste al im-
pulso de un manejo forestal sostenible.

Bajo ese contexto, la Iniciativa de Financiación de la 
Biodiversidad (BIOFIN)1 y ONU Medio Ambiente a 
través del Programa ONU-REDD Colombia2 , de ma-
nera conjunta con el Ministerio del Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible (MADS) han impulsado un análisis 
de viabilidad jurídica, financiera y operativa del CIF-c, 
como una propuesta que integra los enfoques de 
un CIF-c bajo un PSA tradicional y un CIF-c desde una 
perspectiva de manejo.

El Análisis de Viabilidad, desarrollado en el 
presente documento se constituye en una infor-
mación clave para la toma de decisión al brindar 
elementos jurídicos, financieros y operativos que 
orienten la puesta en marcha del CIF-c. Bajo esa 
perspectiva, el documento realiza:

•	 Un análisis de las barreras identificadas para 
la implementación del Certificado de incentivo 
Forestal de Conservación

•	 Propuesta de ajuste del CIF-c en el marco del PSA

•	 La estimación de la demanda y oferta de 
recursos financieros para el CIF-c para ambos 
enfoques (PSA y manejo)

•	 Propone un conjunto de proyectos de 
inversión para la financiación; y v) realiza 
recomendaciones de ajuste del CI-c 
considerando los lineamientos de la EICDGB.

Por ultimo, es importante anotar que el apoyo 
conjunto realizado, también se justificó a la luz de 
apoyar al país al cumplimiento del hito 29 del acuer-
do de entendimiento entre Colombia y los gobier-
nos de Noruega, Reino Unido y Alemana, referido al: 
“Re-diseño de los incentivos económicos existentes para 
fomentar prácticas agropecuarias bajas en deforesta-
ción: Incentivo de Capitalización Rural (ICR) y el Certifi-
cado de Incentivo Forestal de conservación (CIFc)”.

1. La Iniciativa para la Financiación de la Biodiversidad (BIOFIN)1 es una alianza mundial que aborda de manera integral la financiación de las acciones orientadas hacia la conservación 

de la biodiversidad. Su objetivo es “ayudar a los gobiernos a elaborar una sólida justificación en favor de un aumento de la inversión en la conservación, el uso sostenible y la distribu-

ción equitativa de los beneficios de los ecosistemas y la biodiversidad”, a través de la determinación y cubrimiento de la brecha financiera de la Estrategia y Plan de Acción Nacional de 

Biodiversidad.

2. El Programa ONU-REDD es la iniciativa de colaboración de las Naciones Unidas para REDD+ en países en desarrollo. Se soporta en la capacidad de convocatoria y la experiencia 

técnica de: la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); y ONU Medio Ambiente 

(antes Programa de las Naciones Unidas para el Ambiente (PNUMA)). En Colombia ONU REDD se orienta al fortalecimiento de capacidades nacionales para REDD+ , orientadas a 

apoyar al MADS, IDEAM (Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales), otras instituciones de gobierno del nivel nacional o regional, otros actores relevantes y organiza-

ciones indígenas, afrocolombianas y campesinas en la preparación para REDD+, lo cual también implica el desarrollo de aquellos instrumentos y mecanismos financieros claves para 

su implementación dado el marco de políticas existentes. 
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Desde principios de la 
década de los 90, dadas las 
altas tasas de deforestación 
del país, entre 1964 y 
1987 se deforestaban unas 
600.000 ha por año, se 
planteó la creación de un 
sistema de incentivo forestal3.

El CIF-c tiene su antecedente normativo en la Ley 
139 de 1994, en la cual se formaliza el Certificado de 
Incentivo Forestal y la Ley 223 de 1995, en la que se 
establece que el CIF de plantaciones se puede usar 
alternativamente como CIF de conservación.

El Decreto 900 de 1997, reglamenta el CIF-c 
para aquellas áreas donde existan ecosistemas 
naturales boscosos, poco o nada intervenidos. 
El factor crítico para que el incentivo pudiera ser 
otorgado era la existencia de bosques con niveles 
bajos de intervención, localizados por encima de 
la cota de 2.500 msnm y en las cuencas hidrográ-
ficas que surtían acueductos.

De manera explícita se establecía que el CIF-c, 
no se podía otorgar en áreas de propiedad de la 
Nación ni en aquellas en que por disposición legal 
se obliga a conservar el bosque natural. Igual-
mente, se establece que la autoridad ambiental 
competente deberá informar a la Unidad de par-
ques, acerca del otorgamiento del CIF-c en áreas 
que integren el Sistema de Parques Nacionales.

3. DNP, 1992. Documento Conpes 2580. Creación de un certificado de incentivo forestal. Bogotá, D.C. enero 22 de 1992.

En el cálculo del valor del incentivo, se pre-
miaba a los predios menores de 3 hectáreas, 
además solo se otorgaba hasta por un máximo 
de 50 hectáreas de bosque, sin considerar la 
extensión del predio donde estaba localilzado 
y el tamaño total del mismo.

Adicionalmente, se establecía que la auto-
ridad ambiental debería tener certificado de 
disponibilidad presupuestal y obtener una au-
torización y certificado de disponibilidad pre-
supuestal del Fondo para Financiamiento del 
Sector Agropecuario (FINAGRO), entidad que 
administraba los recursos del CIF-c de la mis-
ma manera que lo hacía con los recursos del 
CIF para plantaciones forestales. 

Del mismo modo, se desatacaba que pre-
viamente al otorgamiento del CIF-c, se cele-
braría un contrato entre el beneficiario del 
mismo y la autoridad ambiental bajo las con-
diciones y obligaciones necesarias para la con-
servación del ecosistema.

Capítulo 2 
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La EICDGB (2018)4, menciona algunos de los pro-
blemas que han impedido la efectiva acción de 
los incentivos económicos en la reducción de la 
deforestación son:

El CIF-c, presentó durante su implementación al-
gunas de estas dificultades, en particular, la exi-
gencia de documentos sobre propiedad de la tie-
rra, no poder adjudicarse a figuras asociativas, 
no permitir la combinación de varios incentivos 
al mismo productor o dentro del mismo predio; 
y la alta demanda frente a la escasa disponibili-
dad de recursos financieros.

Aunque al principio el CIF-c estaba ligado a CIF 
de plantaciones que depende del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) a través de 
FINAGRO, es claro a partir de las tareas asignadas 
por el Conpes 3886 de 2017, que es un instru-
mento del MADS.

El CIF-c está concebido para conservar ecosis-
temas naturales boscosos, lo que impide aten-

der financieramente proyectos de conservación 
localizados en ecosistemas estratégicos que no se 
pueden considerar boscosos, tales como pára-
mos y humedales, entre otros.

Adicionalmente, solo se considera la con-
servación o preservación de esos ecosistemas 
boscosos y el énfasis está en los servicios hidro-
lógicos, por eso prioriza bosques alto andinos 
ubicados a más de 2.500 metros sobre el nivel 
del mar y donde se ubican cuencas que abas-
tecen acueductos. Estas restricciones limitan la 
aplicación del instrumento a proyectos de PSA 
que incluyan restauración y uso sostenible de la 
biodiversidad; así como a otros servicios ecosis-
témicos como la conservación de la biodiversi-
dad y los sumideros de carbono.

5. Earth Innovation Institute, 2015 citado por EICDGB, MADS (2017).

1
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2
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Se subestiman los costos de 
establecimiento de los dife-
rentes sistemas productivos

Se exige como condición la 
tenencia de la tierra

Falta de conocimiento y 
capacidad para su gestión

Existen dificultades de acce-
so para figuras asociativas

No permiten la combinación 
de diferentes incentivos

Alta demanda frente a 
recursos limitados

Capítulo 3 
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En el Decreto 900 de 1997, explícitamente se es-
tablece que solo pueden ser beneficiarios los pro-
pietarios, lo cual puede limitar la implementación 
del CIF-c, ya que deja por fuera muchas de las for-
mas de tenencia en los ecosistemas estratégicos. 
Sin embargo, la barrera más significativa iden-
tificada que limitó la implementación del 
CIF-c fue la falta de recursos financieros. 

En efecto, en 1997 se apropiaron $200 millo-
nes para el CIF-c y la demanda alcanzó los $2.286 
millones, es decir 10 veces más que los recursos 
disponibles. Entre 1997 y 1999, 10 Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR) recibieron solici-
tudes en 155 municipios para un total de 57 mil 
hectáreas, 622 beneficiarios, 527 menores de 50 
hectáreas. Con base en estos valores, se estimó 
un requerimiento anual de COP $11.300 millones. 
(Ecoversa, 2004).

Una de las razones para esta demanda tan alta 
de recursos, era el valor del incentivo, que para 
el año 97, era de USD 170/ha-año, el cual Ecover-
sa (2004) en su evaluación consideraba muy alto 
con respecto a los valores pagados por incentivos 
similares en América Latina, que oscilaban entre 
USD 10 y 30/hectáreas año. 

Otra problemática, es el período definido para 
entregar el incentivo, que se estableció en diez 
años, lo que dificultaba su financiación, ya que 
deben contemplarse las vigencias futuras o las 
asignaciones multianuales del PGN y otras fuen-
tes de financiación, particularmente de los en-
tes territoriales y el Sistema General de Regalías 
(SGR). (CONIF, 2002). 

El procedimiento propuesto en el Decreto 900 
de 1997 para obtener el CIF-c, era similar al del 
CIF de plantaciones, debía solicitarse a la Autori-
dad Ambiental (AA) competente en la jurisdicción 
respectiva, la solicitud debía contener la matrícula 
inmobiliaria del predio; la AA verificaba la existen-
cia del bosque susceptible del incentivo y definía 
el monto del mismo; finalmente, la AA debía te-
ner el certificado de disponibilidad presupuestal y 
obtener una autorización y certificado de disponi-
bilidad presupuestal de FINAGRO.

"Entre 1997 y 1999, 10 Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR) 
recibieron solicitudes en 155 
municipios para un total de 57 mil 
hectáreas, 622 beneficiarios, 527 
menores de 50 hectáreas. Con 
base en estos valores, se estimó un 
requerimiento anual de COP $11.300 
millones. (Ecoversa, 2004)"

Antes de que el CIF-c fuera otorgado, se de-
bía firmar un contrato entre el beneficiario 
del CIF-c y la AA, con las cláusulas exigidas por 
la Ley 80 de 1993 y además se debía consti-
tuir una póliza de cumplimiento equivalen-
te al 10% del valor del incentivo otorgado.

Este procedimiento, en particular las funcio-
nes asignadas a la AA competentes y la suscrip-
ción de pólizas, podría resultar engorroso para 
Corporaciones de bajos ingresos; así como para 
los pequeños propietarios. Esto obedece a que 
el mecanismo fue diseñado como un pago por 
desempeño, lo cual exige un esfuerzo inicial por 
parte del interesado. Es evidente, considerando 
la demanda excesiva frente a los fondos, que este 
tipo de barreras no fueron determinantes, en la 
escasa implementación del instrumento.

En efecto, en la evaluación realizada por Eco-
versa (2004); se menciona que en la reglamenta-
ción no se considera la gran variedad de actores 
sociales involucrados, que requerían un análisis 
diferenciado de costos de oportunidad. Frente 
a esta barrera, en los desarrollos normativos re-
cientes de PSA, se habla de negociación específica 
por proyecto lo cual permite considerar diferen-
cias socioeconómicas entre actores para asignar 
diferentes valores del incentivo; además, de ma-
nera explícita se mencionan los pueblos indíge-
nas y comunidades negras, como actores, que 
requieren un tratamiento especial al momento de 
asignar los incentivos.

en cifras:

Decreto 900 
de 1997

Formas de tenencia 
en los ecosistemas 
estratégicos

Sin embargo, la barrera 
más significativa identifica-
da que limitó la implemen-
tación del CIF-c fue la falta 
de recursos financieros

se apropiaron $200 
millones para el CIF-c

Demanda 
alcanzó10 Corpo.

Autónomas 
Regionales

Recibieron solicitudes 
en 155 municipios

Total de 57 
mil hectáreas

622 beneficiarios

millones, es decir 

Entre

10 veces más que los 
recursos disponibles

Solo pueden ser 
beneficiarios los 
propietarios

Esto limita la 
implementación 
del CIF-c

a
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Ámbito de aplicación

Para no cambiar la naturaleza del instrumento, 
la propuesta es:

Es importante aclarar que aunque el CIF-c se concen-
trará en conservación de ecosistemas boscosos, va a 
aportar a las metas de PSA en las tres modalidades 
establecidas: conservación recurso hídrico, biodiver-
sidad y captura de carbono, ya que los bosques pres-
tan estos tres tipos de servicios ecosistémicos.

•	 Mantenerlo concentrado en la conservación de 

ecosistemas boscosos haciendo énfasis en los que 

proveen servicios hídricos

•	 Pero aclarando que el instrumento apoya proyec-

tos de PSA que pueden incluir componentes de 

restauración y uso sostenible de la biodiversidad 

en ecosistemas estratégicos asociados a estos: Bos-

ques, zonas de páramos, humedales, entre otros. 

Beneficiarios

Se propone asimilar la definición del Decreto 870 
de 2017, a: 

La propuesta de ajuste, 
retoma los elementos 
técnicos, financieros y 
operativos desarrollados 
por la política de PSA, 
para que el CIF-c sea un 
instrumento económico 
eficiente de implementación 
de esa política.

Propietarios

Exenta de culpa e incluir dentro de los beneficia-
rios a las comunidades indígenas que tienen un 
tratamiento especial en el marco de las iniciativas 
de PSA a partir del Decreto 870 de 2017.

Poseedores

Ocupantes de buena fe

Capítulo 4 
Propuesta de ajuste del certificado de incentivo forestal de conservación en el marco de pago por servicios ambientales



Aspectos financieros

Con respecto al valor del incentivo, se pro-
pone reemplazar el concepto de:

Costos 
directos

Costos 
indirectos

incentivo a la 
decisión de 
conservar

y asumir como valores 
de referencia los 
establecidos en el 
Conpes 3886 de 2017

Que implican la 
reducción del valor 
establecido en el 
Decreto 900 de 1997.

De la misma manera se propone homologar el 
CIF-c a los lineamientos de PSA, que establecen 
un plazo de aplicación de cinco años, lo que 
implica reducir a la mitad el plazo estipulado 
para el CIF-c en el Decreto 900 de 1997, que 
era de 10 años. 

La reducción del plazo de entrega del incen-
tivo puede contribuir a garantizar su sostenibili-
dad financiera; además contrarresta algunos de 
los efectos perversos identificados de este tipo 
de incentivos, ya que le exige al productor, forta-
lecer los renglones productivos de su predio en 
el marco de una visión de desarrollo rural sos-
tenible; de manera que se puedan mantener los 
niveles de conservación incluso sin contar con el 
incentivo específico para tal efecto. 

Para fortalecer el componente productivo de-
ben utilizarse los incentivos sectoriales menciona-
dos en la sección anterior de articulación del CIF-c 
con otros instrumentos económicos y financieros. 

Es importante formalizar las asignación del PGN al 
CIF-c a través del Fondo Colombia en Paz, también 
podrá financiarse con recursos de los entes territo-
riales y de las CAR; que pueden tener el interés de 
cofinanciar iniciativas de PSA en sus jurisdicciones, 
a través del incentivo a la conservación de bosques 
naturales que es el foco del CIF-c. En este sentido 
se propone la creación de rubros específicos de 
CIF-c, que permitan canalizar los recursos disponi-
bles para PSA que se refieran específicamente al 
componente de conservación de bosques, en los 
presupuestos de los entes territoriales y de las Cor-
poraciones Regionales. 

El MADS prioriza las áreas para el CIF-c, conside-
rando básicamente, los servicios hídricos. Sin em-
bargo, además de los criterios estrictamente am-
bientales, el Decreto 870 de 2017 de PSA, introduce 
criterios asociados con el proceso de paz y prioriza 
zonas con incidencia del conflicto armado, de alta 
ruralidad y pobreza.

16-17
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Ámbito de aplicación

A continuación se resaltan algunos de los elemen-
tos que deberían ser considerados en el diseño y 
reglamentación del CIF-c, para que este instrumento 
económico, contribuya de manera efectiva al cumpli-
miento de las metas de la EICDGB.

Es importante anotar que estos elementos 
podrían potenciar el CIF-c y aportar a su soste-
nibilidad financiera.

La visión compartida y los enfoques étni-
co diferencial, regional y transectorial de la 

EICDGB, implican que las herramientas e ins-
trumentos económicos asociados a la conser-
vación y manejo de los bosques deben res-
ponder a las particularidades de los actores 
más relevantes en la gestión de los bosques, 
es decir, las comunidades indígenas, afro y 
campesinas. Para atender a esas particulari-
dades, el PSA y el CIF-c, deben considerar en 
su diseño elementos diferenciales para estas 
comunidades.

En el marco de la EICDGB, el CIF-c al igual que 
el PSA debería aplicarse a todo tipo de ecosis-
tema boscoso así como contemplar de mane-
ra integral todos los servicios ecosistémicos 
generados por el bosque; además, debería 
aplicarse en esquemas de conservación que 
permitan el manejo forestal, es decir el uso 
sostenible del bosque, que genere ingresos 
para las comunidades; a partir de lo cual po-
dría denominarse como lo sugiere la EICDGB, 
CIF-c con enfoque de manejo.

En la práctica, esto implicaría ampliar la apli-
cación del CIF-c a zonas como la Amazonía y la 
región pacífica, en donde se localizan focos de de-

Además, debería contemplarse la posibilidad de 
beneficiar con el CIF-c:

forestación importantes y municipios priorizados 
del posconflicto.

Retomando el enfoque étnico diferencial de la 
EICDGB, las áreas que hacen parte de los territorios 
de administración de resguardos indígenas y territo-
rios colectivos de comunidades afro; así como áreas 
de manejo asociativo por parte de comunidades 
campesinas; deben quedar incluidas de manera ex-
plícita como áreas en las que se puede aplicar el CIF-c.

También podría analizarse la posibilidad de que 
comunidades étnicas y campesinos a través de 
grupos asociativos puedan participar en la conser-
vación de bosques en áreas públicas; en cuyo caso, 
estas áreas podrían beneficiarse con el CIF-c.

Zonas ocupadas dentro 
de las áreas protegidas

Tal como esta contemplado 
para el PSA

la Estrategia propone aplicar 
PSA y bosques de paz, en 
el marco de los cuales se 
debería incorporar el CIF-c

Estas zonas hacen parte de 
las franjas de estabilización 
de la frontera agrícola 
definidas en la EICDGB

(Literal c, Artículo 6, 
Decreto 870 de 2017)

u otras formas de manejo 
ambiental especial
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Beneficiarios

Como consecuencia de la ampliación del ámbito de 
aplicación del CIF-c, deben incluirse como beneficia-
rios, a las comunidades indígenas. También deben 
incluirse, los consejos comunitarios que administran 
territorios colectivos de comunidades negras y los 
grupos asociativos de campesinos, incluyendo zonas 
de reserva campesina.

Así mismo, se debe acoger la definición del De-
creto 870 de 2017, en el que además de propieta-
rios se incluyen poseedores y ocupantes de buena 

Aspectos financieros

Dado que el CIF-c se aplicaría en áreas de mane-
jo asociativo y que algunas de ellas tienen restric-
ciones efectivas de uso, por ser áreas protegidas 
o estar bajo alguna forma de manejo ambiental 
especial, se propone calcular el valor del incentivo 
de PSA o CIF-c a través de la metodología de cos-
tos de oportunidad pero considerando esas restric-
ciones de uso; lo cual reduciría de manera signifi-
cativa el valor del incentivo por hectárea al año.

El valor unitario del CIF-c también podría 
reducirse, considerando que el incentivo se en-
tregaría a grupos asociativos, lo que da flexi-
bilidad para entregar un CIF-c de menor valor 
unitario al que se entregaría a beneficiarios in-
dividuales; además, como los modelos econó-
micos forestales sostenibles generan ingresos 
adicionales a las comunidades en el corto pla-
zo, se podría eventualmente reducir el período 
de entrega del incentivo. 

Adicionalmente, en los modelos económicos fores-
tales sostenibles, el CIF-c haría parte de un conjunto 
más amplio de incentivos que se aplicaría a proyectos 
asociativos y/o acuerdos de conservación; lo que po-
dría implicar una reducción del valor del incentivo por 
hectárea y del período de entrega.

La reducción efectiva del valor unitario del incen-
tivo y la duración de entrega del mismo puede con-
tribuir a garantizar la sostenibilidad financiera del 
instrumento; además contrarresta algunos de los 
efectos perversos identificados en este tipo de incen-
tivos, ya que le exige al productor o a los grupos aso-
ciativos y comunidades étnicas, fortalecer los renglo-

fe exenta de culpa; permitiendo considerar como 
beneficiarios del CIF-c, a ocupantes de áreas protegi-
das y bajo otras figuras de conservación que hacen 
parte de las franjas de estabilización rural. 

Tanto la política de PSA como la EICDGB, propo-
nen líneas de acción que articulan programas de 
sector agropecuario asociadas a la clarificación de 
la tenencia de la tierra, para garantizar la estabilidad 
jurídica de estos beneficiarios y facilitar la entrega 
de incentivos económicos.

nes productivos de su predio o territorio colectivo en 
el marco de una visión de desarrollo rural sostenible.

La incorporación del PSA y el CIF-c a modelos 
económicos forestales sostenibles, que generan 
ingresos a las comunidades, facilita la financiación 
nacional del incentivo, ya que se pueden demostrar 
retornos a la inversión realizada, en términos de au-
mentos de productividad e ingresos. Además posibi-
lita la articulación de instrumentos de otros sectores, 
en particular del sector agropecuario. 

El PSA y el CIF-c con enfoque de manejo, hacen 
parte de la cartera de incentivos priorizados en el 
marco de la EICDGB, particularmente para la imple-
mentación de las dos primera líneas estratégicas: 
Gestión sociocultural de los bosques y conciencia pú-
blica; y desarrollo de una economía forestal y cierre 
de la frontera agropecuaria; por lo cual deben estar 
incorporados en la estrategia financiera de la EICD-
GB; la cual debe gestionar recursos del orden nacio-
nal, subnacional y de cooperación internacional para 
estos instrumentos.

En el nivel subnacional, se propone la creación de 
rubros específicos de CIF-c en los presupuestos de 
los entes territoriales y de las Corporaciones Regio-
nales, con porcentajes específicos de los recursos 
disponibles para conservación y PSA, tales como el 
1% del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, las Tasa por 
Uso de Agua y las Transferencias del Sector Eléctrico, 
entre otras; así como de las compensaciones aso-
ciadas a la pérdida de biodiversidad, que permitan 
canalizar los recursos disponibles para programas 
como los bosques de paz. 

Incluirse como beneficiarios

Comunidades 
indígenas

Franjas de 
estabilización 
rural.

Ocupantes de 
áreas protegidas

Se incluyen poseedores y 
ocupantes de buena fe

Programas 
de sector 
agropecuario 

Tenencia 
de la tierra

Estabilidad 
jurídica

acoger la definición del

Considerar como beneficiarios del CIF-c

Proponen líneas de acción que articulan

Comunidades 
negras

Asociativos 
campesinos 
incluyendo zonas de reservas

Decreto 870 
de 2017

"En el nivel nacional, es importante gestionar los recursos 

del PGN para el CIF-c, a través del FCP, establecidos 

en el Conpes 3886 de 2017; incorporando los criterios 

y lineamientos de la EICDGB en la asignación de los 

recursos a proyectos y regiones específicas"
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Aspectos técnicos y operativos

Se propone que dentro de la reglamentación del 
CIF-c y del PSA, se incorporen los principios y li-
neamientos de la EICDGB; en particular, la visión 
compartida del bosque y los enfoques étnico di-
ferencial, regional y transectorial; la participación 
comunitaria; el desarrollo sostenible y crecimien-
to verde; el desarrollo rural integral; y la gestión 
integral de los ecosistemas y la biodiversidad.

De la misma manera, se propone acoger el 
concepto de CIF-c con enfoque de manejo plan-
teado en la EICDGB, como un incentivo económi-
co flexible que apoye los modelos forestales sos-
tenibles que promueve la estrategia.

Dentro de los elementos conceptuales, técnicos 
y normativos clave para el diseño e implementación 
del CIF-c con enfoque de manejo, se destaca la defini-
ción de los criterios técnicos para el establecimiento 
de las modalidades o niveles de manejo del bosque 
natural que se pueden considerar sostenibles; es de-
cir que mantienen la generación de servicios ecosisté-
micos de los bosques; y por ende podrían acceder al 
CIF-c con enfoque de manejo.

Esta definición debe hacerse para cada uno de los 
modelos económicos forestales sostenibles propues-
tos en la EICDGB tales como la forestería comunita-
ria y los modelos agroambientales. 

De la misma manera, deben definirse los cri-
terios técnicos y normativos que permitirían 

Focalización

encuentran dentro de áreas protegidas, territorios 
indígenas y reservas campesinas.

No obstante, el CIF-c no debe dejar por fuera 
de sus prioridades, ecosistemas como los bos-
ques altoandinos, en los que la oferta y deman-
da de servicios ecosistémicos, particularmen-
te, los hídricos, tienen altas implicaciones en la 
economía del país y dónde se han concentrado 
hasta ahora los proyectos de PSA

El CIF-c debe concentrarse en las áreas priorizadas 
en posconflicto y con alta amenaza de deforesta-
ción, tal como se plantea en la EICDGB y apoyando 
sistemas económicos forestales sostenibles. Geo-
gráficamente, el incentivo debe dirigirse prioritaria-
mente a las zonas de la amazonia y región pacífica, 
en donde se localizan las áreas de posconflicto y 
los más importantes focos de deforestación, en las 
denominadas franjas de estabilización rural, que se 

Áreas priorizadas en posconflicto Plantea en la EICDGB

Las prioridades son

Localizan las áreas 
de posconflicto

focos de 
deforestación

Alta amenaza 
de deforestación

Oferta y Demanda 
de servicios

Bosques 
altoandinos

Altas implicaciones en 
la economía del país

Servicios ecosistémicos 
los hídricos

•	 Región Amazonia

•	 Región Pacífica

Apoyando sistemas 
económicos 
forestales 
sostenibles 

El incentivo 
debe dirigirse 
prioritariamente 
a las zonas:

usar el CIF-c con enfoque de manejo en el marco 
del esquema financiero de los acuerdos de con-
servación de bosques de cadenas productivas 
cero deforestación y de los modelos de transi-
ción de las comunidades que ocupan áreas pro-
tegidas o bajo otras formas de manejo ambien-
tal en las franjas de estabilización y cierre de la 
frontera agropecuaria.

También es importante establecer los criterios 
técnicos y normativos que permitan entregar el 
CIF-c con enfoque de manejo directamente a entes 
territoriales como municipios de bajos recursos por 
la conservación de áreas estratégicas en predios de 
propiedad de los mismos municipios, por ejemplo 
los adquiridos con recursos derivados del 1% del 
artículo 111 de la Ley 99 de 1993. Asociado a esto, 
los lineamientos para que los municipios puedan 
transferir estos recursos del CIF-c con enfoque de 
manejo a grupos asociativos y comunidades étnicas 
para que sean estos, los que realicen la conservación 
integral de estas áreas estratégicas.

Desde el punto de vista de la administración de 
los recursos, es importante, articular el CIF-c con en-
foque de manejo y el PSA con otras inversiones de 
la EICDGB asociadas al posconflicto a través del FCP 
y/o el Fondo Colombia Sostenible, lo cual garantiza 
la incorporación de criterios de priorización y focali-
zación asociados a la paz.

Dentro de los elementos conceptuales, 

técnicos y normativos clave para el 

diseño e implementación del CIF-c 

con enfoque de manejo, se destaca la 

definición de los criterios técnicos para el 

establecimiento de las modalidades o 

niveles de manejo del bosque natural 
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En el marco de las actividades 
para la reactivación y 
fortalecimiento del CIF-c, y con 
el propósito de materializar 
su implementación en el 
orden nacional y territorial, 
se formularon tres proyectos 
de inversión que contaron con 
el documento de perfil y el 
respectivo registro en la MGA. 

El proyecto nacional basado exclusivamente en la 
ejecución del CIF-c según las condiciones presenta-
das en este documento, se estructuró con el equipo 
del MADS con el fin de que sea incluido en las modi-
ficaciones al presupuesto del 2018 o en la vigencia 
2019. El proyecto regional se trabajó con la Región 
Administrativa de Planeación Especial (RAPE) Cen-
tral, donde el CIF-c era uno de los componentes del 
proyecto, dado que además incluía actividades de 
uso productivo de la tierra como estrategia de PSA; y 
el proyecto local, también orientado solo a la imple-
mentación del CIF-c, fue formulado para presentarlo 
a Cormacarena una vez se aprobara el proyecto na-
cional dada su obligatoria complementariedad.

Los proyectos del MADS y de Cormacarena se 
formularon con una vigencia de un año, debi-
do al principio de anualidad presupuestal. En 
los tres casos, el presupuesto tendrá que ser 
ajustado a la definición de las actividades fina-
les, a la determinación del valor del incentivo y 
número de hectáreas a atender, y a la diferen-
ciación de costos según regiones y condiciones 
del territorio. Para el proyecto del Ministerio, 
la cobertura es nacional con el fin de que se-
gún las prioridades y políticas del Ministerio, 
en especial en articulación con las Zonas Más 
Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), se 
realice la respectiva regionalización.
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El proceso de formulación de los proyectos na-
cional y de la CAR, partió de identificar la necesi-
dad de reactivar y fortalecer el CIF-c, planteando 
como objetivo aumentar el área bajo conserva-
ción de bosques naturales proveedores de bienes 
y servicios ecosistémicos para la sostenibilidad 
del desarrollo del país.

Una vez definido el objetivo general y las causas, 
se determinaron los participantes de cada proyec-
to, su interés y contribución, los riesgos y beneficios, 
entre los cuales se cuantificaron el ingreso financie-
ro a cada persona participante del CIF-c, el ahorro 
en atención de enfermedades asociadas al consumo 
de agua no apta y al ahorro en el tratamiento de los 
efectos de la erosión.

El valor total del proyecto del nivel nacional fue de 
$3.000 millones del PGN y 600 millones del Fondo 
de Compensación Ambiental de las CAR, para el de 
Cormacarena.

En el caso del proyecto de la RAPE denominado 
Implementación del esquema de pago por servicios 
ambientales, para la conservación de la biodiversi-
dad y sus servicios ecosistémicos en los páramos 
de Sumapaz y Sonsón de los departamentos de 
Cundinamarca, Antioquia, Caldas, Meta, Huila, en el 
que está involucrado una gran cantidad de actores, 
no se han definido aspectos propios de la articula-
ción de los actores participantes del proyecto y de 
la complementariedad con otro proyecto aprobado 
con recursos del Sistema General de Regalías que 
estaba en ejecución. 

Los proyectos están a disposición del MADS para 
ser inscritos en el BPIN.
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ÍTEM

Área beneficiada  
(Has)

Incentivo promedio/año  
($000.000 de 2018) VP ($000.000)

Promedio 
/año

Acumulada a 
2030

Valor 
incentivo

Costos 
estructuración 
y transacción

Total VPN CAE

Escenario 1 27.723 83.700 16.887 4.222 21.109 131.289 21.195

Escenario 2 46.154 150.000 28.876 7.219 36.095 202.264 32.653

Escenario 3 152.308 500.000 95.547 23.887 119.434 663.689 107.144

La demanda 

Para el caso del CIF-c asociado a PSA, se constru-
yeron tres escenarios, el escenario 1, parte de la 
estimación financiera desarrollada por BIOFIN para 
el CIF-c, a partir del valor por año, considerando el 
límite superior del rango para preservación a 2017, 
propuesto en el Conpes 3886 de 2017, de $477.000/
ha-año, se estimó el número de hectáreas que se 
podrían atender; a 2030 el valor acumulado de las 
ha cubiertas es de 83.700 ha, lo que equivale al 17% 
de la meta para preservación de la política de PSA, 
es decir 500.000 ha. (Tabla 1)

Los escenarios 2 y 3, se construyeron a partir de 
las metas para PSA del Conpes 3886 de 2017, en el 
que se plantea 1.000.000 ha a 2030, de las cuales 
se estima que el 50% van a ser para preservación, 
es decir 500.000 ha; para el escenario 2, se planteó 
como meta hipotética que con el CIF-c se podría 
atender el 30% de la meta total de preservación es 
decir, 150.000 ha a 2030, y para el escenario 3, que 
se atendería la totalidad de la meta de preservación, 
es decir, 500.000 ha; considerando que el CIF-c debe 
constituirse en el instrumento económico funda-

•  
Tabla 1. Necesidades financieras CIF-c vinculado a PSA. 2018-2030. Fuente: Elaboración propia

mental para atender el componente de conserva-
ción de la estrategia de PSA.

Para construir los escenarios financieros se asu-
mió un incremento del incentivo del 3% anual5, un 
período de entrega de 5 años y un valor neto del 
incentivo del 80% y 20% adicional para la estructu-
ración y seguimiento de los proyectos6.

El valor promedio anual de la inversión aso-
ciada solo al incentivo de CIF-c, alcanzaría para el 
escenario 1, un poco menos de $17.000 millones y 
para el escenario 3, casi $100.000 millones.

5. El 3%, que es el valor de la expectativa de inflación utilizada para la estimación de necesidades financieras en el Conpes 3886 de 2017.

6. Se tomó como referencia el valor estimado de los costos de estructuración de los proyectos de PSA, incluido en el proyecto 

formulado para el BPIN en el marco de la consultoría
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ÍTEM

Área beneficiada  
(Has)

Incentivo promedio/año 
($000.000 de 2018)

VP ($000.000)

Promedio 
/año

Acumulada a 
2030

Valor 
incentivo

Costos 
estructuración y 

transacción
Total VPN CAE

Escenario 1 55.462 157.200 11.019 4.722 15.741 103.712 16.743

Escenario 2 91.154 250.000 17.759 7.611 25.370 179.862 29.036

Escenario 3 447.846 1.314.400 88.192 37.797 125.988 862.811 139.289

Para tener una idea de la magnitud de la inver-
sión en los tres escenarios se calculó el Valor 
Presente Neto (VPN) y el Costo Anual Equivalente 
(CAE), utilizando una tasa de descuento del 12%, 
que fue la usada por el DNP para hacer las esti-
maciones financieras de la política de PSA.

Para el escenario 1, con una cobertura mo-
desta de 83.700 has, la inversión total llegaría 
a los $131.289 millones con un CAE de $21.195 
millones; mientras que en el escenario 3, que 
cubriría la totalidad de la meta de preservación 
de la política de PSA, es decir 500.000 has, la 
inversión sería de $663.689 millones y un CAE 
de $107.144 millones.

Con respecto a la EICDGB, para realizar la esti-
mación de las necesidades financieras, se tomaron 
como referencia las metas cuantitativas de los indica-
dores a los cuales podría aplicar el CIF-c, que en la es-
trategia se denomina CIF-c con enfoque de manejo. 

Para el caso del escenario 2, solo se tomó como 
referencia el indicador referido al Programa de fo-
restería comunitaria que tiene como meta a 2030, 
5.000.000 de has, diez veces más que la meta 
para preservación de la política de PSA; dado que 
este modelo de forestería, es una de las princi-
pales y más ambiciosas metas de la EICDGB en 
la línea de economía forestal y que el CIF-c con 
enfoque de manejo podría impulsar de manera 
decisiva el logro de esta meta. 

Para realizar el ejercicio financiero y establecer el 
escenario 1, se seleccionaron los indicadores en 
los cuales podría utilizarse el CIF-c con enfoque 
de manejo como instrumento económico idóneo, 
considerando particularmente las actividades de 
conservación y manejo sostenible de los bosques.

Seguidamente, se tomó como referencia la meta 
cuantitativa de cada uno de estos indicadores a 
2030, como estas metas estaban expresadas en una 
gran variedad de unidades: número de áreas de 
conservación, proyectos, iniciativas, pilotos, alianzas 
y acuerdos; se asignó un área promedio para cada 
una de las unidades de medida de los indicado-
res, por proyecto, área o iniciativa de conservación, 
entre otras. Finalmente, a partir de estos valores 
promedio se calculó un área total cubierta por el in-
centivo para cada uno de los indicadores, esas áreas 
por indicador se sumaron y se obtuvo una cobertu-
ra total de 157.200 has.

•  
Tabla 2. Necesidades financieras CIF-c vinculado a EICDGB. 2018-2030. Fuente: Elaboración propia

Para este caso, se plantea que el CIF-c con enfo-
que de manejo, debería cubrir al menos el 5% 
de la meta de forestería comunitaria, es decir, 
250.000 has en el 2030. Este valor es indicativo y 
depende de la estructura de financiamiento que 
se plantee para la EICDGB; sin embargo, para 
que el CIF-c con enfoque de manejo se fortalezca 
como instrumento y logre apalancar recursos del 
nivel nacional, debe aportar al cumplimiento de 
esta meta en al menos el 5% propuesto.

En el escenario 3, se combinaron las metas de 
los escenarios 1 y 2; el área promedio asignada 
para las metas de los indicadores utilizadas en 
el escenario 1, se duplicaron; y el porcentaje de 
la superficie en has de los modelos del mode-
lo forestal comunitario, se incrementó del 5% 
al 20%; obteniendo un área total de 1.314.400 
has, que equivale a un poco más de tres veces 
el área total de los escenarios 1 y 2 sumada.

Este último escenario plantea una meta ambi-
ciosa con miras a que el CIF-c con enfoque de ma-
nejo se constituya en el instrumento económico 
más importante de la EICDGB.

Para estimar las necesidades financieras, 
se asumió un valor unitario del incentivo de 
$158.000/ha-año para 2017, que corresponde 
al límite inferior del rango para la categoría de 
restauración establecido en el Conpes 3886 de 
2017; este valor es significativamente menor al 
utilizado para el caso del CIF-c vinculado a PSA, 
que es de $477.000/ha-año, ya que en este 
caso se exige una conservación estricta.

Este menor valor utilizado para el caso del CIF-c con 
enfoque de manejo de la EICDGB, se asumió, consi-
derando que en las zonas en las que se aplicaría el 
CIF-c tienen algunas restricciones de manejo y que los 
bosques que serían susceptibles de recibir el incenti-
vo permitirían cierto nivel de manejo y uso de los pro-
ductos maderables y no maderables del bosque.

Al igual que para el caso del CIF-c ligado a PSA, se 
aplicó un incremento del 3% anual para el incenti-
vo, un período de entrega de 5 años y una incorpo-
ración gradual de área cubierta; sin embargo, para 
el caso de la EICDGB, se asumió un mayor costo 
asociado a estructuración de los proyectos del 30%, 
frente al 20% para el CIF-c ligado a PSA; consideran-
do que las zonas en las que se aplicaría son más 
lejanas y que los proyectos son prevalentemente de 
carácter asociativo y de comunidades étnicas.

Para este caso, la inversión promedio por año, 
es de casi $16.000 millones para el escenario 1 y un 
poco más de $120.000 millones para el escenario 3; 
el CAE es de $16.743 millones y $139.289 millones, 
respectivamente.
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Nivel Entidad Fuente
Valor 

(millones de pesos) % Observaciones

Regional 

y local

CAR
Tasa por utilización 

de agua-TUA y 
Transferencias del 

sector eléctrico-TSE

144.808 17 10% del recaudo

Entes territoriales 1% del artículo 111 322.000 38 5% del recaudo

Total regional y local 467.700 55

Nacional Nación Impuesto al carbono 206.720 25 5% del recaudo

Internacional
Declaración conjunta 
de intención-DCI

DCI 164.800 20 Equivalente a 155.000 ha

Total nacional e internacional 371.400 45

TOTAL 839.100 100

ÍTEM
Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3

% CAE VNP % CAE VPN % CAE VPN

Nación

PGN 10%  2.120  13.129 10%  3.265  20.226 10%  10.714  66.369 

SGR 10%  2.120  13.129 10%  3.265  20.226      
impuesto al carbono 15%  3.179  19.693 15%  4.898  30.340 15%  16.072  99.553 

Regional 

y local

CAR
TSE/
TUA

17%  3.603  22.319 17%  5.551  34.385 17%  18.214  112.827 

Entes 
territoriales

1% art 
111

38%  8.054  49.890 38%  12.408  76.860 38%  40.715  252.202 

Compensaciones 10%  2.120  13.129 10%  3.265  20.226 10%  10.714  66.369 

Internacional
Cooperación 
Internacional

            10%  10.714  66.369 

Total 100%  21.195  131.289 100%  32.653  202.264 100%  107.144  663.689 

La oferta

El Conpes 3886 de 2017, presentó una estructura 
de financiación de la política de PSA que se planteó 
una meta de 1.000.000 de has a 2030. (Tabla 3)

•  
Tabla 3. Fuentes de financiación propuesta política PSA a 2030. Fuente: DNP. Conpes 3886 de 2017

Como se puede observar, el mayor peso de la 
financiación está en el nivel subnacional y lo-
cal, con un 55%, con fuentes como la TUA y las 
TSE de las CAR y el 1% del artículo 111 de la ley 
99 de 1993; de las cuales, aunque tienen un 
gran potencial de recaudo, solo se aplican por-
centajes del 10% y 5% respectivamente, de ese 
recaudo para proyectos de PSA. De la nación, 
solo está incluido un porcentaje del impuesto 

al carbono (5% del recaudo) y a la cooperación 
internacional se le asigna el 20% de total, con 
cargo a la DCI.

A partir de esta estructura, se presenta una 
propuesta de financiación potencial del CIF-c, 
considerando las fuentes del orden nacional, sub-
nacional y local habilitadas para PSA, así como las 
de cooperación internacional a las que se podría 
acceder. (Tablas 4 y 5)

•  
Tabla 4. Financiación CIF-c vinculado a PSA (COP $000.000). Fuente: Elaboración propia

Para los escenarios 1 y 2, que tienen cober-
turas de 83.700 has y 150.00 has, respectiva-
mente, que equivalen al 17% y 30%, respecti-
vamente, de la meta nacional de preservación 
de acuerdo con el Conpes 3886 de 2017, se 
propone una asignación anual del Presupues-
to General de la Nación-PGN del 10% del CAE, 
que alcanza un poco más de $2.000 al año y se 
reduce el aporte del impuesto al carbono en 
esa misma proporción, quedando en 15%; así 
mismo, se incluye al SGR, para que aporte una 
suma igual a la aportada por el PGN.

El aporte de los entes territoriales se deja igual, es 
decir 55% y se adiciona como fuente, las compensa-
ciones, a la que se le asigna un 10%, sin contemplar 
la cooperación internacional, considerando que la 

meta es modesta y puede ser asumida en su totali-
dad por el país.

En el tercer escenario, en el que la meta es más 
ambiciosa, 500.000 ha en 2030, se elimina el apor-
te del SGR, el cual es asumido por la cooperación 
internacional. En este caso, el aporte que debe ha-
cer el gobierno nacional del PGN para el CIF-c es de 
$10.714 millones por año y un poco más de $16 mil 
millones del impuesto al carbono. Para este escena-
rio, se esperaría poder gestionar de la cooperación 
internacional, un poco más de $10 millones al año, 
es decir, USD 3,3 millones al año.

Para el caso del CIF-c con enfoque de mane-
jo asociado a la EICDGB, en la tabla siguiente 
se muestra, la propuesta de financiación para 
los tres escenarios analizados.

"Para los escenarios 1 y 2, que tienen 
coberturas de 83.700 has y 150.00 
has, respectivamente, que equivalen 
al 17% y 30%, respectivamente, de la 
meta nacional de preservación"
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ÍTEM
Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3

% CAE VNP % CAE VNP % CAE VNP

Nación

PGN 10%  1.674  10.371 10%  2.904  17.986 10%  13.929  86.281 

SGR 30%  5.023  31.113 20%  5.807  35.972 20%  27.858  172.562 

impuesto al carbono 25%  4.186  25.928 25%  7.259  44.965 25%  34.822  215.703 

Regional 

y local

CAR TSE/TUA 10%  1.674  10.371 10%  2.904  17.986 10%  13.929  86.281 

Entes 
territoriales

1% art 111 15%  2.511  15.557 15%  4.355  26.979 15%  20.893  129.422 

Compensaciones 10%  1.674  10.371 10%  2.904  17.986 10%  13.929  86.281 

Internacional Cooperación Internacional    -  - 10%  2.904  17.986 10%  13.929  86.281 

Total 100%  16.743  103.712 100%  29.036  179.862 100%  139.289  862.811 

•  
Tabla 5. Financiación CIF-c vinculado a EICDGB (COP $000.000). Fuente: Elaboración propia

Para el escenario 1, que tiene una meta a 2030 de 
157.200 has, a diferencia de la estructura de finan-
ciación para los escenarios del CIF-c vinculado a PSA, 
se propone una reducción de los aportes de las CAR 
y los entes territoriales, que de 55% pasarían al 25%, 
considerando que el CIF-c con enfoque de manejo 
se localizaría preferentemente en municipios y juris-
dicciones de CAR de bajos recursos7. Esa reducción 
del 30% sería compensada por el SGR que del 10% 
pasaría al 30%; el impuesto al carbono, que pasaría 
del 15% al 25%; y las compensaciones, se mantienen 
con un aporte del 10%.

Aún con los incrementos, el impuesto al car-
bono y el SGR aportarían cada uno, un valor 
cercano a los $5.000 millones por año, lo que 
representa aproximadamente el 1% del recau-
do del impuesto al carbono de 2017, que fue 
de aproximadamente, $476.000 millones.

Para el escenario 2, con una meta más am-
plia de 250.000 ha a 2030 y concentrado en la 
meta del modelo de forestería comunitaria, se 

incluye a la cooperación internacional con un 
10% de aporte, y se reduce el aporte del SGR 
en esa misma proporción.

De todas maneras, como se puede observar, 
los aportes del nivel nacional, PGN e impuesto 
al carbono, equivalen juntos a un poco más de 
$10.000 millones por año, es decir, 2% del va-
lor recaudado del impuesto al carbono. 

Finalmente, para el escenario 3, que tiene 
un CAE de casi $140.000 millones, se propone 
la misma estructura de financiación que para 
el escenario 2; en este caso el aporte de la na-
ción, sin incluir regalías, se acerca a los $50.000 
millones (aproximadamente el 10% del recau-
do del impuesto al carbono). Estos valores son 
significativos, considerando las restricciones 
presupuestales del sector ambiental; sin em-
bargo resultan una inversión costo eficiente, si 
se consideran los beneficios ambientales y so-
ciales derivados de la aplicación del incentivo 
en el marco de la EICDGB.

7. En términos generales, las corporaciones con jurisdicciones en las zonas priorizadas en el marco de la EICDGB, tienen actual-

mente bajos ingresos, por eso se planteó una reducción de sus aportes en la estructura de financiación. En un mediano plazo, 

esta estructura podría modificarse, considerando que estas CAR deberían recibir importantes recursos derivados de los permisos 

forestales de manejo y la tasa de aprovechamiento forestal, que les permitirían aumentar ese aporte para la estructuración e 

implementación de proyectos de forestería comunitaria.

Gestión de los 
recursos de las 
CAR y los entes 
territoriales 

La asignación del nivel regional y local, repre-
sentados por las CAR y los municipios, utilizando 
fuentes financieras como las TSE, la TUA y el 1% 
del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, tienen un 
aporte importante en la financiación del CIF-c que 
oscila entre del 25% al 55% para los diferentes es-
cenarios planteados.

Para motivar la movilización de estas fuentes fi-
nancieras regionales y locales, se recomienda sus-
cribir acuerdos de voluntades entre las RAPE, las 
CAR, los departamentos y los municipios, para la 
formulación y presentación de proyectos integra-
les de PSA que incluyan recursos específicos para 
el CIF-c; los cuales pueden dirigirse al SGR y al Fon-
do de Compensación Ambiental-FCA.

En ese mismo sentido, el MADS debería en-
viar una comunicación a los Consejos Direc-
tivos de las CAR; así como instruir a los dele-
gados del MADS en esos Consejos, para que 
prioricen la asociación con las RAPE en la for-
mulación de proyectos regionales integrales 
de PSA que incluyan conservación; para que 
incluyan en sus presupuestos rubros específi-
cos para PSA y CIF-c; y establezcan porcentajes 
mínimos de utilización de esas fuentes finan-
cieras en esos rubros; con el objetivo de garan-
tizar el acceso a recursos del orden nacional, 
que van a tener como requisito la presentación 
de contrapartidas significativas.

Esas directrices del MADS a las CAR pueden 
reforzarse, incluyendo en el Decreto reglamen-

tario del PSA y CIF-c, que está preparando en 
este momento el MADS, artículos que motiven 
a los Consejos Directivos de las CAR a estable-
cer topes mínimos de fuentes financieras como 
las TSE y las TUA, para financiar proyectos de 
PSA y en el componente de conservación a tra-
vés del CIF-c, al menos el 10% de las TSE y TUA 
recaudadas.

Para el caso de los municipios, se debe pro-
mover la promulgación de acuerdos de los 
Concejos Municipales, que establezcan por-
centajes mínimos de inversión de los recursos 
derivados del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, 
para proyectos de PSA y CIF-c; además garanti-
zar que en los presupuestos municipales anua-
les queden establecidos los montos de esos 
recursos en los rubros de PSA y CIF-c; así como 
recursos para cubrir los costos de estructura-
ción y de transacción de los proyectos. 

Con el fin de reforzar la disposición de las CAR 
y los entes territoriales a aportar recursos de las 
fuentes habilitadas para PSA y el CIF-c, se reco-
mienda que en el Decreto Reglamentario de PSA 
y CIF-c; así como dentro de los lineamientos del 
proyecto del BPIN y del FCP, se establezca que 
para acceder a recursos nacionales PGN, SGR e 
impuesto al carbono, las CAR presenten contra-
partidas por lo menos el 35% y los municipios del 
15%, del valor total de los proyectos.
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8. Medida 5.2. Financiamiento y asignación de recursos. EICDGB (2017)

9. Dentro de las “Recomendaciones para la implementación en las regiones”, está: Asegurar que los recursos provenientes de compensaciones 

ambientales y recursos de inversión del 1% exigidos a proyectos (artículo 42 de Ley 99), apoyen a la implementación de la estrategia.

10. Los BH son terrenos en los que se implementan acciones de preservación o restauración de ecosistemas para compensar impactos 

negativos sobre la biodiversidad; a través de los cuales se generan ganancias en biodiversidad, que son utilizadas para que las empresas 

compensen los daños ambientales que han causado.

11. Recuperado de: http://www.minambiente.gov.co/index.php/noticias/2636-se-lanza-en-colombia-primer-banco-de-habitat-de-latinoamerica

Las compensaciones como 
fuente de financiación de 
conservación de bosques 
a través del CIF-c.

Teniendo en cuenta que en el marco de la política 
de PSA (Conpes 3886 de 2017), el CIF-c está concebi-
do como una herramienta de PSA, a través del cual, 
se puede financiar el componente de conservación 
de esquemas integrales de PSA; las compensaciones 
por pérdida de biodiversidad y la inversión forzosa 
del 1% (parágrafo artículo 43 Ley 99 de 1993) se po-
drían aplicar directamente a la financiación del CIF-c. 

En ese mismo sentido, en la EICDGB se manifies-
ta que las compensaciones podrían convertirse en 
un mecanismo idóneo para financiar los ecosiste-
mas estratégicos tanto de áreas protegidas (tierras 
públicas) como bosques primarios privados8, espe-
cialmente en la región amazónica9; lo cual podría 
concretarse mediante la financiación directa de pro-
yectos de PSA y el CIF-c con enfoque de manejo, con 
recursos de compensaciones; aprovechando que 
son instrumentos económicos ya existentes y que 
están priorizados en el marco de la estrategia.

En el país, los Bancos de Hábitat (BH)10 se han 
convertido en una oportunidad para dinamizar la im-
plementación de las compensaciones e inversiones am-
bientales obligatorias, aportando a la construcción de 
paz y desarrollo económico para las áreas rurales.11

Adicionalmente, los BH, representan una solución 
costo-eficiente para las empresas obligadas a realizar 

compensaciones ambientales, ya que los pagos se 
realizan contra el cumplimiento de metas, reducien-
do costos de compensación y generando ingresos 
para los poseedores de predios; e inversión privada 
en conservación y restauración de ecosistemas. De 
la misma manera, los BH facilitan el control y segui-
miento por parte de las autoridades ambientales.

Al revisar el objetivo, la naturaleza y las carac-
terísticas de los BH, se pueden observar grandes 
similitudes con proyectos integrales de PSA con 
acciones relevantes de conservación en los que 
se podría aplicar el CIF-c.

En ese sentido, los BH podrían ser financiados 
no solo con recursos de las compensaciones, sino 
directamente con incentivos de PSA y CIF-c ligado 
a PSA o el CIF-c con enfoque de manejo propues-
to en la EICDGB. 

Financiando BH registrados y consolidados, se 
podría mejorar la costo-efectividad en la aplicación 
de los incentivos de PSA y CIF-c ya que las condicio-
nes que deben cumplir los BH; incluyendo la soste-
nibilidad financiera y el seguimiento; así como los 
hitos de manejo y el condicionamiento del pago por 
desempeño, hacen que se tenga un mayor control 
de los resultados logrados en términos de conserva-
ción y restauración.

Como alternativa, se podría aplicar el incentivo de 
PSA y el CIF-c a las acciones de restauración, manejo 
sostenible y conservación incluidas en los planes de 
trabajo de los BH, durante períodos cortos de tiem-
po y que los BH mantengan esas acciones después 
de que se termine el período de entrega de los in-
centivos; de esa manera estos incentivos van a apa-
lancar recursos de otras fuentes, en especial del sec-
tor privado y van a mantener durante el mediano y 
largo plazo áreas en conservación y restauración. 

De acogerse esta alternativa debería fomen-
tarse la creación de BH por parte de comuni-
dades étnicas y grupos asociativos de campesi-
nos, los cuales están priorizados en el marco de 
la EICDGB, y que están localizados en zonas 
priorizadas del posconflicto, de manera que 
se cumplan no solamente con los objetivos 
ambientales, sino también con los socioeco-
nómicos y los asociados a la paz. En este caso 
deben considerarse el apoyo financiero para la 
constitución de los bancos, de manera similar a 
como se contemplan recursos para la estructu-
ración de proyectos de PSA.

Las zonas en donde se concentran las compen-
saciones por pérdida de biodiversidad, cum-
plen los criterios de priorización de la EICDGB 
asociados a focos de deforestación y áreas de 
posconflicto; por lo cual, las zonas priorizadas 
para PSA y CIF-c con enfoque de manejo en el 
marco de la EICDGB coinciden con zonas de de-
manda de compensaciones en las que podrían 
constituirse BH.

Esta situación permitiría constituir zonas priori-
zadas de modelos forestales sostenibles como fo-
restería comunitaria y sistemas agroambientales; 
así como acuerdos de conservación al interior de 
áreas protegidas; en BH, que recibirían simultá-
neamente recursos de compensaciones e incenti-
vos como el CIF-c y el PSA.

De la misma manera, los recursos de compen-
saciones y otros recursos de origen privado po-
drían financiar el PSA y el CIF-c al interior de los 
BH, considerando que las metas en términos de 
conservación, restauración y manejo sostenible 
aportan a la implementación de la EICDGB.
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Fuentes de cooperación 
internacional

Entre las diferentes modalidades de cooperación 
internacional, las fuentes bilaterales, multilatera-
les y los fondos de la iniciativa Colombia Soste-
nible, podrían ser usados y apropiados para ges-
tionar proyectos como el del CIF-c en Colombia.

Colombia ha sido un país llamativo para la 
cooperación internacional debido a la persis-
tencia del conflicto armado, las altas brechas 
socioeconómicas de la población y su condi-
ción de país megadiverso. No obstante, debido 
a que la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE), catalogó a Co-
lombia como un país de renta media, de forma 
progresiva la cooperación ha ido a focalizarse 
en países con mayores necesidades. 

En el marco de las políticas de transición hacia 
la paz, el tema ambiental ha sido una prioridad de-
bido a su directa relación con el conflicto armado 
y a su potencial para obtener ingresos de coopera-
ción para mitigar o adaptarse al cambio climático y 
para proteger la biodiversidad. 

En la agenda internacional, la preservación 
de la biodiversidad y la mitigación del cambio 
climático se han visto reflejadas en la confor-
mación, fortalecimiento y creación de líneas 
ambientales en diferentes fondos y agencias 
de cooperación multilaterales, entre las cua-
les, para América Latina se destacan: el Fon-
do Mundial para el Medio Ambiente Mundial 
(Global Environmental Facility. GEF), el Fondo 
de Adaptación, y el recientemente constituido 
Fondo Verde del Clima. 

Además, se cuenta con los recursos de coope-
ración del Banco Mundial, del Banco Interameri-
cano de Desarrollo, de la Corporación Andina de 
Fomento, y del Instituto Global de Crecimiento 
Verde (Global Green Growth Institute –GGGI). 

El Fondo Verde del Clima se crea en 2010, 
en el marco de las cumbres del clima, como 
instrumento financiero principal de la Conven-
ción Marco de Cambio Climático de Naciones 
Unidas, con el objeto de apoyar a los países 
en desarrollo a reducir o limitar sus emisiones 
de gases de efecto invernadero y adaptarse al 
cambio climático. Busca promover un cambio 
de paradigma en los procesos de desarrollo 
para que estos sean bajos en emisiones y resi-
lientes, tomando en cuenta las necesidades de 
las naciones vulnerables al cambio climático. 
Se espera que el FVC apoye el cumplimiento de 
las metas establecidas en el Acuerdo de París. 
Ya se cuenta con compromisos de aportes del 
orden de USD10.3 billones. 

Es importante aclarar que tanto el GEF, como el 
FVC requieren de agencias implementadoras o acre-
ditadas para poder canalizar solicitudes de finan-
ciamiento. Los bancos multilaterales como el Banco 
Mundial, BID o CAF, para el caso de Colombia, son 
intermediarios para acceder a dichos fondos. 

Sin embargo, se requiere siempre del aval de la 
nación, que proviene de comités interinstituciona-
les donde participan los Ministerios de Ambiente, 
Agricultura, Hacienda, y el DNP. Esto hace que las 
iniciativas a financiar deban ser consistentes con 
metas u objetivos de desarrollo del país, conside-
rando además que se requiere de autorizaciones 
de cupos presupuestales para acomodar los recur-
sos de estos fondos. En el caso del FVC, además de 
donaciones (propias del GEF), se cuenta con crédi-
tos blandos, cuyo acceso requiere de cupos adicio-
nales de presupuesto.

Además de las fuentes multilaterales, Colombia 
es receptor de recursos de cooperación de donan-
tes interesados en proteger los bosques, el desa-

rrollo rural sostenible y el proceso de paz. Así han 
ingresado recursos importantes a través del progra-
ma REM (REDD+ Early Movers), financiado por los 
gobiernos de Alemania, Reino Unido, y Noruega, y 
fuente principal de financiación del Programa Visión 
Amazonía, que maneja el MADS. 

El Banco Mundial, a través del Biocarbon Fund, ha 
dispuesto recursos para reducir las emisiones por 
deforestación y degradación en la Orinoquía Co-
lombiana, para lo cual se canalizan los recursos a 
través del Fondo Acción, y bajo la gestión principal 
del Ministerio de Agricultura. 
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Fondo Colombia 
Sostenible

Más recientemente, se cuenta con los recur-
sos de la Declaración Conjunta de Intención-
DCI para REDD+, financiada por los gobiernos 
de Noruega, UK, y Alemania, y canalizados a 
través del recientemente constituido Fondo Co-
lombia Sostenible administrado por el BID. 

El fondo tiene una meta de recaudo de US$ 
600 millones en 15 años, a la fecha, Noruega, 
Alemania y el Reino Unido han aportado US$ 
200 millones, Suecia US$ 5,39 millones y Suiza 
US$ 5 millones. Para complementar los recur-
sos de cooperación, el BID ha aprobado un 
crédito de USD100 millones, para financiar el 
mismo tipo de proyectos promovidos por la Ini-
ciativa Colombia Sostenible.

Este fondo, adicionalmente, se convierte en 
receptor y administrador de fondos de coope-
ración orientados a financiar el post conflicto, 
la protección de los bosques y a mitigar el cam-
bio climático; y a promover el desarrollo rural 
sostenible. Entre las áreas temáticas a finan-
ciar se encuentra explícitamente el PSA, pero lo 
condiciona a que contribuya efectivamente al 
desarrollo rural y sea económicamente viable.

El CIF-c debe asociarse a iniciativas de PSA 
que cumplan con los requisitos mencionados, 
para que pueda ser financiado por el Fondo. 

El CIF-c con enfoque de manejo, planteado 
en la EICDGB, apoya varias de las áreas temáti-
cas del Fondo y hace parte de modelos eco-
nómicos forestales, por lo que podría ser más 
fácilmente financiado por el fondo. 
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Fondo Colombia 
en PAZ

La ley 1769 de 2015 creó el Fondo para la Sos-
tenibilidad Ambiental y el Desarrollo Rural en 
Zonas Afectadas por el Conflicto, como un ins-
trumento para financiar proyectos de desarro-
llo rural y/o sostenibilidad ambiental en zonas 
afectadas por el conflicto. Este fondo se habilita 
para canalizar recursos nacionales, territoriales, 
privados y de cooperación. 

Posteriormente, mediante el Decreto Ley 691 
de 2017 se sustituye dicho fondo por el Fondo 
Colombia en Paz (FCP), para lo cual se crea el 
Patrimonio Autónomo Fondo Colombia en Paz 
(PA-FCP) del Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República. 

El CONPES 3850 del 2015 le da al PA-FCP el rol 
de articular y coordinar inversiones orientadas a 
la paz, y al fortalecimiento de la capacidad esta-
tal en zonas afectadas por el conflicto, además 
define la temática de inversiones, entre los que 
figuran los Pagos por servicios ambientales y 
pago por resultados; los cuales se definen como 
Proyectos orientados a la implementación de es-
quemas de pagos por servicios ambientales como 
alternativa económica para la población vulnera-
ble y como factor que contribuye a la conversión 

agropecuaria, y a la conservación de la biodiversi-
dad y de los servicios ecosistémicos. 

El Fondo depende de la Presidencia de la Re-
pública y se financia con ingresos permanentes 
del impuesto al carbono, los adicionales asig-
nados por el presupuesto general y recursos 
de cooperación internacional, dentro de los 
que están los canalizados a través del Fondo 
Colombia Sostenible y el crédito BID de USD 
100 millones ya mencionado.

Los recursos del FCP han sido destinados hasta 
la fecha al financiamiento de actividades en apo-
yo al proceso de paz y de post conflicto. Aún no 
hay claridad sobre el porcentaje de recursos que 
podrían destinarse a PSA.

En cuanto a la forma de acceder a los recursos 
del FCP, se deben estructurar proyectos que ade-
más contribuyan al desarrollo rural sostenible en 
zonas de post conflicto. Esto quiere decir que el 
CIF-c debe enmarcarse en iniciativas que generen 
ingreso para familias de las zonas priorizadas.

El CIF-c con enfoque de manejo, ligado a la 
EICDGB, incluye actividades productivas y prio-
riza zonas posconflicto, lo que lo hace elegible 
para el FCP.

"Servicios ambientales como 
alternativa económica para la 
población vulnerable y como factor 
que contribuye a la conversión 
agropecuaria, y a la conservación 
de la biodiversidad y de los 
servicios ecosistémicos"

Capítulo 7 
Estimación demanda y oferta de recursos financieros para el certificado de incentivo forestal de conservación



- ANÁLISIS DE LA VIABILIDAD  
JURÍDICA, FINANCIERA Y OPERATIVA   

del Certificado de Incentivo Forestal de Conservación -

Estrategia Integral de Control a la 
Deforestación y Gestión de los Bosques

El Programa ONU-REDD es la iniciativa de colaboración de las Naciones Unidas para REDD+ en países en 
desarrollo. Se soporta en la capacidad de convocatoria y la experiencia técnica de: la Organización de las 
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD), la Organización de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (ONU Medio Ambiente).

ONU-REDD apoya los procesos de preparación para REDD+ de los países y promueve la participación 
informada de todas las partes interesadas, incluidos los pueblos indígenas y otras comunidades 
dependientes de los bosques. En Colombia el Programa ONU-REDD tiene la misión de apoyar el 

fortalecimiento de las capacidades nacionales para la preparación del país en la implementación de 
REDD+. ONU-REDD trabaja coordinadamente con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales IDEAM y con las organizaciones étnicas y 

sociales que representan a las comunidades que dependen de los bosques, en el Desarrollo de capacidades  
técnicas y el fortalecimiento de capacidades para la toma de decisiones sobre REDD+.


